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DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 11.723
COLOMBIA
23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Luis Miguel Vergara de León

PETICIONARIO:
Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo

VIOLACIONES ALEGADAS;
Artículos 4, 5, 8 y 25 en conexión con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
7 de febrero de 1997
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 30 de enero de 1997 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por la Corporación Colectivo de Abogados (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la muerte de Luis Miguel Vergara de León.
2. Los peticionarios señalaron que el 2 de abril de 1996, aproximadamente a las 2:00 PM, Luis Miguel Vergara de León se encontraba paseando con su hijo de dos años a bordo de su vehículo a unas cuadras de su casa.  Alegaron que en ese momento, el vehículo de Luis Miguel Vergara de León fue interceptado por dos vehículos por una camioneta blanca y un Trooper oscuro del cual bajó un hombre que le disparó varias veces y luego salió huyendo, sin que las autoridades hubieran tomado acciones para impedirlo.

3. Alegaron que al momento de su muerte Luis Miguel Vergara de León era Diputado de la Asamblea Departamental de Sucre.  Indicaron que entre junio y julio de 1995 habría recibido una amenaza de muerte en la que también se incluían amenazas a otras personas por lo que se celebró un Consejo de Seguridad en el Despacho del Gobernador de Sucre con los altos mandos militares y los organismos de seguridad.  Indicaron también que en agosto de 1995 durante un acto público Luis Miguel Vergara de León habría hecho públicas las amenazas contra su vida y habría señalado además con nombre propio a los posibles autores de las mismas.  

4. Los peticionarios alegaron que Luis Miguel Vergara de León habría solicitado en reiteradas oportunidades que se le prestara protección a las autoridades de la ciudad, e incluso en los distintos Consejos de Seguridad donde se trató el caso de las amenazas y la situación de peligro para su vida, las autoridades se habrían comprometido a brindarle seguridad, sin embargo alegan que las promesas nunca se concretaron.  Asimismo, los peticionarios alegan que en el momento del atentado coincidentemente no había presencia de la Fuerza Pública ni se le prestaron primeros auxilios.
5. Alegaron que frente a estos hechos se inició una investigación penal en la Fiscalía Regional de Barranquilla que aún se encontraría en etapa preliminar.  Asimismo, la Procuraduría Provincial de Sincelejo adelantó una investigación disciplinaria que al parecer, indican los peticionarios, estaría terminada sin haber producido ningún resultado.  Indican también que se habrían interpuesto dos demandas de reparación directa.
6. En cuanto al previo agotamiento de los recursos internos, los peticionarios alegan que se configura la excepción consagrada en el artículo 46(2)(c) de la Convención Americana relativa al retardo injustificado en la investigación penal adelantada a nivel interno.
7. Por todo lo expuesto, los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, las garantías judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 en conexión con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

8. En respuesta al reclamo de los peticionarios, el Estado realizó un recuento de las actuaciones adelantadas en el marco de la investigación penal que cursa a nivel interno.  Asimismo, informó que el proceso contencioso administrativo se encuentra para fallo ante el Consejo de Estado desde el 12 de noviembre de 2005.  Finalmente, el Estado informó que la Procuraduría General de la Nación no ha adelantado investigación alguna contra miembros de la Fuerza Pública por los hechos del caso.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

9. El 30 de enero de 1997 la Comisión recibió la petición inicial, la registró bajo el número 11.723 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 7 de febrero de 1997 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus observaciones.
10. Los peticionarios presentaron información el 14 de octubre de 1997, el 20 de diciembre de 1999, el 7 de junio de 2002 y el 9 de junio de 2003 las cuales fueron debidamente transmitidas al Estado.  Por su parte, el Estado presentó información el 24 de abril de 1997, el 14 de mayo de 1997, el 24 de junio de 1997, el 11 de septiembre de 1998, el 14 de marzo de 2000 y el 14 de enero de 2009, las cuales fueron a su vez debidamente transmitidas a los peticionarios.
11. El 7 de octubre de 2008 la CIDH solicitó al Estado y a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia.  El 14 de enero de 2009 el Estado presentó su respuesta.  El 4 de mayo de 2009 la Comisión reiteró su solicitud de información a los peticionarios, sin recibir respuesta.  El 11 de agosto de 2010 la Comisión envió una comunicación a los peticionarios en la que se solicitó presenten, en el plazo de un mes, información actualizada sobre si subsisten los motivos del reclamo de lo contrario la Comisión podría proceder a archivar el asunto, sin recibir respuesta.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

12. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
13. En la presente petición los peticionarios alegaron la responsabilidad del Estado por la violación a los derechos consagrados en los artículos 4, 5, 8 y 25 en conexión con el artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  Por su parte, el Estado informó que se encuentra adelantando un proceso penal y contencioso administrativo.
14. La Comisión no cuenta con información actualizada de los peticionarios desde junio de 2003.  Los peticionarios no respondieron ni proporcionaron la información solicitada por la CIDH en 2010.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





